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Resumen 

Entre 2021 y 2022 se instalaron en varios países de América Latina gobiernos progresistas 

sumados a otros surgidos de elecciones previas. Ello induce a realizar comparaciones con la 

denominada “marea rosa” de principios de los años 2000, aun a sabiendas de las diferencias 

existentes con el contexto regional y global actual, y entre los propios gobiernos. En ese 

marco, en este artículo se analizan algunas de las políticas públicas aplicadas para la igual-

dad de género por los gobiernos progresistas, su relación con los movimientos feministas y 

sus demandas, y los principales conflictos entre estos actores. Se discute sobre los posibles 

avances o retrocesos en las conquistas en los derechos de las mujeres y disidencias, en esta 

etapa en la que los nuevos actores políticos, con sus alianzas con grupos religiosos y de la 

sociedad civil, parecen dispuestos a arremeter contra la agenda feminista.  

 

1. Introducción 

América Latina ha dado pasos significati-

vos para disminuir las desigualdades de 

género en el ámbito social, económico, 

político y cultural. Algunos de los mayo-

res avances se han dado en las primeras 

décadas del siglo XXI y se vinculan a los 

gobiernos involucrados con lo que se ha 

denominado marea rosa1. Aunque las 

diferencias ideológicas y políticas de es-

tos gobiernos son en algunos casos signi-

ficativas, puede decirse que en términos 

generales durante su gestión se concreta-

 
 Economista especializada en género y presi-

denta del Centro Interdisciplinario de Estudios 

sobre el Desarrollo. 
1 Hugo Chávez en Venezuela (1999); Ricardo 

Lagos en Chile (2000), sucedido por Michelle 

Bachelet (2006); Luiz Inácio Lula da Silva en 

Brasil (2002); Néstor Kirchner en Argentina 

(2003) y Cristina Fernández de Kirchner (2007); 

Tabaré Vázquez en Uruguay (2005), sucedido 

por José Mújica (2009); Evo Morales en Bolivia 

(2006); Rafael Correa en Ecuador (2007); Fer-

nando Lugo en Paraguay (2008), y Mauricio 

Funes en El Salvador (2009).  

ron diversas acciones en torno a la “nueva 

agenda de derechos”. Entre los rasgos que 

asignan una impronta considerada progre-

sista a dichos gobiernos, se encuentra el 

impulso a una mayor participación del 

Estado como regulador de la economía y 

redistribuidor del bienestar, y la defensa 

de las instituciones políticas y la demo-

cracia. También, aunque tal vez con ma-

yores diferencias, se trata de gobiernos 

que legitimaron y representaron la voz de 

grupos históricamente excluidos, no so-

lamente a partir de su gestión económica, 

sino por medio de nuevas expresiones 

simbólicas, por ejemplo en el lenguaje y 

el discurso político2.  

 

La ruptura de estos gobiernos con las 

políticas macroeconómicas que tendían a 

 
2 Evo Morales es una expresión, por primera 

vez, de las realidades indígenas (quechuas y 

aimaras) recuperando la defensa de la hoja de 

coca como símbolo de la cultura andina (Si-

nembargo.mx, 2016). 
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reducir el papel del Estado y desregular 

los mercados financieros y laborales que 

dominaban la región contribuyeron a que, 

en el período 2002-2016, el gasto social 

promedio de la región en términos per 

cápita prácticamente se duplicara (CE-

PAL, 2018). Ello permitió la puesta en 

marcha de políticas sociales y laborales 

que colaboraron con la reducción de la 

pobreza y la desigualdad, y mejoraron 

otros indicadores de desarrollo social.  

 

En un marco de mayor sensibilidad social 

de los gobiernos progresistas, se incorpo-

raron —no sin conflicto— temas relacio-

nados con la igualdad de género a las 

agendas políticas. Se aprobaron leyes 

integrales contra la violencia de género, 

de participación política, de matrimonio 

igualitario, de identidad de género y de 

aborto (Pecheny, Jones y Ariza, 2016; 

Tabbush y otros, 2016). ¿Cuánto de esta 

sensibilidad se convirtió en política de 

Estado? ¿Cuánto fue solamente discurso? 

¿Qué estrategias y medidas políticas se 

plantearon para superar las desigualda-

des? ¿En qué medida alcanzaron éxitos? 

¿Sobrevivirán a la nueva situación eco-

nómica y a los cambios políticos en este 

retorno de los progresismos? En adelante 

procuramos encontrar algunas respuestas 

a estas interrogantes con base en acciones 

de política en distintos asuntos, teniendo 

en cuenta que tanto los gobiernos como 

las sociedades de cada uno de los países 

presentan similitudes e historias comunes, 

pero también fuertes especificidades3.  

 

 

 
3 El artículo toma ejemplos de países y políticas 

sin proponerse abarcar ni el conjunto de países 

ni de políticas.  

2. La marea rosa: ¿cuánto se avanzó en 

los derechos de las mujeres? 

2.1. Antecedentes necesarios 

La acumulación de fuerzas y aprendizajes 

de los movimientos feministas y de las 

organizaciones de mujeres tiene una his-

toria, y una incidencia política y social, 

que va más allá del período que abarca 

este artículo. No obstante, si quisiéramos 

establecer un contexto, un piso, sobre el 

cual operaron los gobiernos de la marea 

rosa —en torno a la que gira el próximo 

apartado—, necesariamente hay que refe-

rirse a los avances de los feminismos en 

los años noventa, simultáneamente con 

otros fenómenos políticos y económicos.  

 

En lo que se refiere al contexto económi-

co y social, en la década de 1990 operó un 

proceso de globalización con efectos am-

bivalentes y contradictorios sobre nues-

tras sociedades. Se vivió un período de 

difusión y aplicación de políticas neolibe-

rales: privatizaciones, desregulaciones, 

flexibilización laboral, liberalización co-

mercial, entre otras acciones propias de 

los impactos del Consenso de Washing-

ton. Todo ello redundaba en el aumento 

de las desigualdades y la pobreza, la pre-

carización del empleo y, en general, en 

pérdida de derechos. Por su parte, la Or-

ganización de las Naciones Unidas buscó 

posicionar en las agendas de los gobier-

nos y con participación de la sociedad 

civil, diversos temas a través de varias 

conferencias mundiales4. En la Cuarta 

 
4 Cumbre Mundial en Favor de la Infancia 

(1990), Conferencia de las Naciones Unidas 

sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

(1992), Conferencia Mundial sobre Derechos 

Humanos (1993), Conferencia Internacional 

sobre la Población y el Desarrollo (1994), Cum-

bre Mundial sobre Desarrollo Social (1995), 

Segunda Conferencia de las Naciones Unidas 
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Conferencia Mundial de la Mujer en Bei-

jing (1995) la participación de la sociedad 

civil fue sumamente intensa, con la incor-

poración al proceso de redes, ONG, mo-

vimientos identitarios, culturales y mu-

chas otras expresiones feministas. Esta 

Conferencia y el Foro de la sociedad civil 

que la acompañó, dio lugar a un proceso 

de participación y aprendizaje de nego-

ciación con lo público y político a nivel 

nacional y global, con relación a preocu-

paciones sobre diversos aspectos macro, y 

aportando “democracia y ciudadanía” 

(Vargas Valente, 2008). 

 

La Plataforma para la Acción surgida en 

dicha Conferencia constituyó una base 

para articular las acciones de cabildeo y 

rendición de cuentas desde las sociedades 

civiles a los gobiernos en el escenario 

post-Beijing. Vargas Valente (2008) enfa-

tiza la importancia en esa década, de la 

interacción de organizaciones feministas 

y de mujeres con los Estados, desconoci-

da en el pasado.  

 

A fines de los años noventa, varios grupos 

de mujeres y feministas cuestionaban 

desde una perspectiva de género las polí-

ticas macroeconómicas, entre ellas, los 

acuerdos comerciales internacionales y de 

inversión, y la política tributaria, y propo-

nían presupuestos nacionales y locales 

sensibles a las desigualdades de género. 

Durante esa década, se impulsaron leyes 

que promovían la igualdad entre mujeres 

y varones en el ámbito laboral, político y 

 
sobre Asentamientos Humanos (1996), Cumbre 

Mundial sobre la Alimentación (1996), Confe-

rencia Diplomática de Plenipotenciarios de las 

Naciones Unidas sobre el establecimiento de 

una Corte Penal Internacional (1998). 

familiar, y contra la violencia sobre las 

mujeres.  

 

Al decir de Graciela Sapriza, en este pe-

ríodo se creó un bagaje importante de 

experiencias y debates que colocaron al 

movimiento de mujeres “como un movi-

miento en permanente cambio, con una 

especial ductilidad para asumir nuevos 

desafíos, contando con un conjunto de 

herramientas articuladas para la presión 

política, la negociación y el cabildeo” 

(Sapriza, 2015: 951).  

 

2.2. Políticas y dimensiones de género 

a. Los ingresos. Durante la gestión de los 

gobiernos progresistas, las mujeres estu-

vieron entre los principales grupos favo-

recidos por el aumento del gasto público, 

de manera directa o indirecta, así como 

por un abanico de políticas sociales. Un 

indicador de la mejora en la situación de 

la población femenina es la evolución de 

la proporción de mujeres sin ingresos 

propios. Dicha proporción pasó de alre-

dedor del 40% en 2002 a menos del 30% 

en 2014 (ONU Mujeres, 2017). Esa evo-

lución se explica por el aumento de la 

participación de las mujeres en el merca-

do laboral (especialmente las de bajos 

ingresos), y por la expansión de las trans-

ferencias monetarias a la población en 

situación de pobreza. Este tipo de transfe-

rencias probablemente constituyó, en 

general, la estrategia redistributiva más 

empleada por casi todos los gobiernos. La 

mejora de los precios de las materias pri-

mas hizo posible implementar políticas 

sociales y redistributivas por parte de los 

gobiernos progresistas que favorecieron 

de alguna manera la autonomía económi-

ca de las mujeres (ONU Mujeres, 2017). 

Sin embargo, esa situación favorable de 
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los precios en el ámbito internacional 

(petróleo, commodities) y el aumento de 

la demanda por materias primas (en parti-

cular de China), probablemente coadyu-

varon para que no se lograra la prometida 

transformación de la estructura productiva 

que permitiera alcanzar una mayor diver-

sificación5. Así, se reprodujeron las es-

tructuras productivas y se profundizó el 

tipo de inserción externa tradicional poco 

intensiva en empleo, especialmente en el 

caso de las mujeres6.  

 

b. Trabajo no remunerado y de cuidados. 

El trabajo destinado al abastecimiento de 

la vida y a la reproducción social debido a 

la incidencia de los grupos de mujeres y 

feministas, fue un tema que encontró eco 

en la sensibilidad de los gobiernos que 

prometían mayor inclusión social y mode-

los de desarrollo alternativos. Puede men-

cionarse el caso de Bolivia, donde la 

Constitución de 2009 señala, entre los 

valores en los cuales se sustenta el Esta-

do, la igualdad, la inclusión, la igualdad 

de oportunidades y la equidad social y de 

género. Asimismo, reconoce el valor eco-

nómico del trabajo del hogar como fuente 

de riqueza que deberá cuantificarse en las 

cuentas públicas7. También en la Consti-

tución de Ecuador de 2008 se incluye el 

reconocimiento del trabajo doméstico no 

remunerado del hogar y su contribución al 

desarrollo social y productivo del país, así 

como el derecho a acceder a la seguridad 

 
5 Por su parte, a pesar de los abundantes ingre-

sos, de 2003 a 2014 no se logró implementar la 

universalización de la política social y la redis-

tribución fiscal (Burchardt e Ickler, 2023). 
6 En los países de América de Sur, el empleo 

asociado a las exportaciones representaba el 

9,7% del empleo total de las mujeres y el 13,1% 

del empleo total de los hombres en 2018 (CE-

PAL, 2022). 
7 Constitución de Bolivia, artículo 338. 

social con base en este trabajo. En la 

Constitución de la República Bolivariana 

de Venezuela (1999) se reconoce el traba-

jo del hogar como actividad económica 

que crea valor agregado y produce rique-

za y bienestar social, y el derecho de toda 

persona a la seguridad social —donde se 

incluye específicamente a las amas de 

casa— “como servicio público de carácter 

no lucrativo, que garantice la salud y ase-

gure la protección en contingencias de 

maternidad”. Además de reconocer el 

trabajo no remunerado de las mujeres, 

hace referencia a la necesidad de cuantifi-

carlo en las cuentas nacionales (Espino, 

2011a). Igualmente, se han ratificado 

convenios internacionales y elaborado 

leyes integrales, normas vinculadas a 

políticas y servicios de cuidados —en las 

que se reconoce el trabajo doméstico no 

remunerado— y se implementaron políti-

cas de tiempo, corresponsabilidad y licen-

cias maternales, de paternidad y parenta-

les, entre otras medidas (CEPAL, 2022). 

 

Con relación a las políticas de cuidados, 

Uruguay fue el primer país en la región 

que aprobó la Ley para la creación del 

Sistema Nacional Integrado de Cuidados 

(SNIC) (2015). Previamente, en 2013, el 

Poder Ejecutivo había propuesto modifi-

car el régimen de licencias parentales para 

el sector privado (industria y comercio) 

extendiendo de 12 a 14 semanas la licen-

cia por maternidad8. Además, se agrega-

ron 10 días de licencia por paternidad a 

los 3 ya existentes. También se aprobó la 

licencia parental de medio horario por 

cuidados para ser usada por padres y ma-

dres indistintamente (Ley nº 19.161) hasta 

los 6 meses del hijo o hija procurando 

 
8 El Convenio 183 de la OIT estipula como 

mínimo 14 semanas de licencia por maternidad. 
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prevenir la eventual discriminación, a la 

hora de contratar mujeres. 

 

En Chile por su parte, en 2011 se creó el 

Permiso Posnatal Parental (PPP) que au-

mentó el período de licencia de materni-

dad9 en 12 semanas adicionales con el 

objetivo de posibilitar el cuidado niño o 

niña recién nacida. Las mujeres pueden 

elegir entre tomar el PPP a tiempo com-

pleto (12 semanas) o a media jornada, en 

cuyo caso el tiempo se extiende a 18 se-

manas10. Cuando ambos padres trabajan 

de manera remunerada, la madre puede 

traspasar una parte de las semanas al pa-

dre, a partir de la séptima semana del PPP 

independientemente de la licencia de pa-

ternidad (5 días) (CEPAL, 2022)11.  

 

c. Empleo y seguridad social. Con respec-

to a la participación de las mujeres en el 

mercado laboral, deben señalarse las polí-

ticas implementadas para uno de los casos 

paradigmáticos en términos de desigual-

dad de género, el representado por el tra-

bajo doméstico remunerado en casas par-

ticulares. Es una ocupación básicamente 

femenina, tanto por la proporción de mu-

jeres que la realizan como por las caracte-

rísticas del trabajo en concreto: tareas 

domésticas y cuidado de niños, de ancia-

nos y enfermos. Se trata de una actividad 

 
9 El período de licencia de maternidad, exclusi-

vo para las mujeres, era de 8 semanas (6 sema-

nas antes del parto y 12 semanas después del 

nacimiento). 
10 El PPP a tiempo completo para la madre o el 

padre se remunera por la seguridad social con el 

equivalente al 100% del salario con un tope 

(para las funcionarias del sector público no hay 

tope).  
11 Solo en cuatro países de América Latina y el 

Caribe los padres tienen la posibilidad de inter-

cambiar con la madre una parte de la licencia 

parental (CEPAL, 2022). 

que concentra a la mayor proporción de 

empleadas en una ocupación en la región. 

En general, ha gozado de una normativa 

parcial, diferente y mayormente discrimi-

natoria, amparada a menudo en cláusulas 

o situaciones de excepción dentro de la 

legislación laboral. Estas características 

se han visto reforzadas por las dificulta-

des que presenta la fiscalización de la 

efectiva aplicación de la legislación (Es-

pino, 2016).  

 

En Argentina, se promulgó la Ley nº 

26.063 (2005), que constituye un incenti-

vo fiscal a la registración, ya que permite 

a los empleadores deducir los aportes 

patronales y el salario de sus empleadas 

domésticas del impuesto a las ganancias 

(hasta cierto monto). En marzo de 2013, 

se sancionó el Régimen Especial de Con-

trato de Trabajo para el Personal de Casas 

Particulares. Dicho régimen equipara las 

condiciones de trabajo del sector con las 

del resto de los asalariados amparados 

bajo la Ley de Contrato de Trabajo. In-

teresa destacar el caso de Uruguay, donde 

se cambió radicalmente la normativa so-

bre el servicio doméstico, en tanto se les 

reconoce por primera vez a las empleadas 

la titularidad de derechos laborales adqui-

ridos por los trabajadores en general12, así 

como su inclusión en la negociación co-

lectiva (Ley nº 18.065 de 2006)13. Esta 

nueva normativa se enmarcó en las políti-

cas laborales del gobierno que asumiera 

en 2005, retomando aspectos de la insti-

tucionalidad laboral que habían sido 

 
12 Jornada de 8 horas, descanso intermedio, 

descanso semanal, indemnización por despido, 

el derecho a subsidio de desempleo y la cobertu-

ra de la salud. 
13 En el artículo 6, se establece el sistema de 

fijación del salario del servicio doméstico en 

forma tripartita.  
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abandonados en la década de los años 

noventa14.  

 

También las normativas relacionadas con 

las jubilaciones y las pensiones fueron 

revisadas, reconociendo la situación de 

desigualdad a la que se enfrentan las mu-

jeres debido a las obligaciones domésticas 

y de cuidados en los hogares. En el caso 

uruguayo, se modificó la Ley nº 18.395 

(2008) y se flexibilizaron las condiciones 

de acceso a la jubilación para las mujeres. 

Esto es, a los efectos del cómputo de años 

de servicio, las mujeres tienen derecho a 

computar un año adicional de servicios 

por cada hijo o menor a cargo, con un 

máximo total de 5 años15. También en 

Chile, la Ley de Reforma Previsional 

(2008) establece un componente solidario 

de pensiones y una bonificación por cada 

hijo nacido vivo que se aplica a jubilacio-

nes y pensiones mínimas y procede a so-

licitud de la beneficiaria16. En Ecuador 

(2015) la Ley Orgánica para la Justicia 

Laboral y Reconocimiento del Trabajo en 

el Hogar modifica la Ley de Seguridad 

Social, agregando que la persona que 

realiza trabajo no remunerado en el hogar 

tenga la posibilidad de aportar, en forma 

 
14 Entre las primeras medidas del gobierno se 

reimplanta la negociación colectiva. 
15 “Capítulo V. Del cómputo ficto de servicios a 

la mujer por cargas de familia. Artículo 14 

(Cómputo ficto).- A los efectos del cómputo de 

años de servicio a que refiere la Ley nº 16.713, 

de 3 de setiembre de 1995, las mujeres tendrán 

derecho a computar un año adicional de servi-

cios por cada hijo nacido vivo o por cada hijo 

que hayan adoptado siendo este menor o disca-

pacitado, con un máximo total de cinco años” 

(véase: https://oig.cepal.org/sites/default/files/20

08_ley18395_ury.pdf). 
16 Véase:  

https://oig.cepal.org/sites/default/files/chile_-

_ley_no_20.555.pdf. 

voluntaria, para la cobertura de la contin-

gencia de cesantía17.  

 

d. Participación política. En lo que se 

refiere a la participación política de las 

mujeres, aunque se está lejos de imple-

mentar la paridad de género, se aprobaron 

normas que implementan cuotas de parti-

cipación como acción afirmativa. Estas se 

orientan a superar los obstáculos que im-

pide a las mujeres ingresar en la política. 

Por ejemplo, en Uruguay, la Ley nº 

19.555 de 2017 que modifica la anterior 

(Ley nº 18.476, 2009), establece que en 

toda elección de primer grado que se ce-

lebre para la integración de las autorida-

des nacionales, departamentales y muni-

cipales de los partidos políticos se deben 

incluir en las listas o nóminas correspon-

dientes, a personas de ambos sexos, en 

cada terna de candidatos, titulares y su-

plentes en el total de la lista o nómina 

presentada18. En el caso de El Salvador 

(2013) la Ley de Partidos Políticos decre-

tada por la Asamblea Legislativa estable-

ce que los partidos políticos deberán inte-

grar en sus planillas para elecciones al 

menos un 30% de mujeres19. En 2017, en 

Argentina, la Ley nº 27.412 sobre paridad 

de género en ámbitos de la representación 

política, modifica el Código Electoral 

Nacional, e instituye como requisito para 

la oficialización de las listas de candida-

tos que se presenten para la elección de 

senadores/as nacionales, diputados/as 

 
17 Véase: 

https://oig.cepal.org/sites/default/files/ecuador_-

_ley_org._para_la_justicia_labora_y_reconocim

iento_del_trabajo_en_el_hogar.pdf. 
18 Véase: 

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2017_ley

19555_ury.pdf.  
19 Véase:  

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2013_d30

7_slv.pdf. 
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nacionales y parlamentarios/as del Mer-

cosur, que estas se conformen ubicando 

de manera intercalada a mujeres y varo-

nes desde el/la primer/a candidato/a titu-

lar hasta el/la último/a candidato/a su-

plente, bajo la penalidad de que se oficia-

lice las que no cumplan con este requisi-

to20. La violación de la paridad de género 

en las elecciones de autoridades y de los 

organismos partidarios queda establecida 

como causa de caducidad de la personali-

dad política de los partidos21.  

 

e. Violencia de género. Las medidas rela-

cionadas con la autonomía física de las 

mujeres según la clasificación de la CE-

PAL22 comprenden diversas regulaciones. 

Puede mencionarse la Ley nº 20.480 en 

Chile (2010), que modifica el Código 

Penal, y la Ley nº 20.066 sobre violencia 

intrafamiliar, estableciendo la figura del 

femicidio, aumentando las penas aplica-

bles a este delito y reformando las normas 

sobre parricidio23. En Bolivia, por Decre-

to Supremo nº 2145, se reglamentó en 

2014 la Ley nº 348 para garantizar a las 

mujeres una vida libre de violencia. En el 

caso de Uruguay, se aprobó la Ley nº 

19.580 de violencia hacia las mujeres 

basada en género, promulgada en diciem-

bre de 2017. Ese mismo año se aprobó la 

tipificación del femicidio a través de la 

Ley nº 19.538, lo que implicó el agregado 

 
20 Desde 1991, la ley establecía un piso mínimo 

del 30% de mujeres en todas las listas partida-

rias para poder participar en una elección. 
21 Véase:  

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2017_ley

27412_arg.pdf. 
22 Véase: 

 https://oig.cepal.org/es/autonomias/autonomia-

fisica. 
23 Véase: 

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2010_chl

_ley20480.pdf.  

de un agravante muy especial para los 

homicidios “contra una mujer por moti-

vos de odio”. También se aprobó la Ley 

nº 18.561 de Acoso Sexual, que establece 

normas para la prevención y sanción de 

esta conducta en el ámbito laboral y en las 

relaciones docente-alumno (septiembre de 

2009) (Espino, 2016). En Ecuador, con la 

Reforma al Código Orgánico Integral 

Penal en 2014, el Artículo 141 tipifica el 

femicidio24. En Argentina se aprueba en 

2009 la Ley para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la violencia contra las mujeres 

y, en 2017, la Ley nº 27.352 modifica el 

Código Penal de la Nación en Argentina 

con el objetivo de precisar las acciones 

que implican el delito de abuso sexual25. 

 

f. Sexualidad y disidencias. Los movi-

mientos feministas y LGBTI+ lograron 

incidir en alguna medida en el sistema 

político obteniendo conquistas en los paí-

ses de la marea rosa ya que, en efecto, se 

consideraron ciertos derechos desatendi-

dos tradicionalmente por las izquierdas 

que constituyeron pilares de estos gobier-

nos. Solo en dos países se aprobaron leyes 

de matrimonio igualitario en el ámbito 

nacional: en Argentina, durante la primera 

presidencia de Cristina Fernández de Kir-

chner, y en Uruguay, durante presidencia 

de José Mujica. 

 

Las normas sociales y culturales, los valo-

res tradicionales y las creencias religiosas 

en varios casos operaron para que los 

principales actores de los progresismos se 

resistieran, cuando no directamente com-

 
24 Véase:  

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2014_ecu

_codpenal.pdf. 
25 Véase: 

https://oig.cepal.org/sites/default/files/2017_arg

_ley27352.pdf. 
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batieran, algunas de las libertades que 

promueven los feminismos. Ello contri-

buye a explicar, al menos en parte, que 

ciertos derechos como los sexuales y re-

productivos enfrentaran diversos obstácu-

los. Tal es el caso de Ecuador26, con la 

oposición sistemática del presidente Ra-

fael Correa a la liberalización de las leyes 

de aborto (Fernández Cordero, 2016), o 

de Uruguay, con el veto a la Ley sobre 

Interrupción Voluntaria del Embarazo 

(18987) del presidente Tabaré Vázquez 

en 2008 (Johnson, Gustá y Sempol, 

2020). Por su parte en Argentina, la pre-

sidenta Fernández de Kirchner expresó en 

distintas oportunidades su oposición a la 

legalización del aborto por razones reli-

giosas (posteriormente, como Senadora 

Nacional, votó a favor de la legalización 

en 2018).  

 

En Brasil, el presidente Luiz Inácio Lula 

da Silva (2003-2011) fue aliado del mo-

vimiento feminista27, pero sus alianzas 

con conservadores religiosos impidieron 

que en su gobierno se legislara e institu-

cionalizaran políticas de igualdad de gé-

nero. Particularmente, durante la presi-

dencia de Dilma Roussef, el tema del 

aborto y la oposición del gobierno quebró 

la alianza y coalición entre los feminis-

mos (Machado, 2016).  

 
26 En 2013, en Ecuador ante el debate por las 

modificaciones a la regulación del aborto, en 

contra de las asambleístas de su partido, Correa 

amenazó con dimitir si se iba más allá de la 

legalización en embarazos producidos por vio-

laciones a mujeres con discapacidad mental 

(BBC, 2023). 
27 En 2003 se realizaron consultas con el movi-

miento feminista, se creó la Secretaría Especial 

de Políticas para las Mujeres (SPM) directamen-

te vinculada al Gabinete Civil con autonomía 

presupuestaria para coordinar e impulsar accio-

nes en otros órganos de gobierno, con miras a la 

transversalidad (Machado, 2016). 

En definitiva, el acceso al aborto en con-

diciones de legalidad se ignoró o se en-

frentó con diversos argumentos (salud, 

protección, creencias religiosas). 

 

g. La institucionalidad de género. En rela-

ción a los mecanismos oficiales de géne-

ro28, si bien pueden ser importantes para 

vincular a las mujeres dentro y fuera del 

Estado y canalizar las demandas dentro 

del ámbito político, su influencia política 

depende en gran medida de su capacidad 

institucional para iniciar, ejecutar y moni-

torear políticas de igualdad de género en 

todos los ámbitos políticos. El estudio de 

algunos casos pertenecientes a gobiernos 

de la marea rosa nos muestra que estos 

gobiernos no avanzaron sustantivamente 

para aumentar la capacidad y la calidad 

democrática de estas instituciones (Rog-

geband, 2021). 

 

3. Las políticas macroeconómicas: ¿el 

último bastión?  

Como se ha visto, algunas de las políticas 

públicas han podido incorporar con rela-

tiva facilidad la perspectiva de género. 

Esto fue posible porque, en cierto sentido, 

las desigualdades de género se advertían 

como barreras para algunas mejoras so-

cioeconómicas de carácter general y se 

entendía su impacto social, como por 

ejemplo con las medidas contra la violen-

cia de género. Es decir, algunas de las 

demandas de las organizaciones feminis-

tas y de mujeres resultaron más fácilmen-

te aceptables para los hacedores de políti-

cas. Sin embargo, la influencia de la eco-

nomía feminista en la agenda macroeco-

 
28 Estos mecanismos se plantearon instalar en el 

Capítulo III. H.: Mecanismos institucionales 

para el adelanto de la mujer, de la Declaración y 

Plataforma de Acción de Beijing (1995). 
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nómica ha sido mucho menor y se ha 

reducido (en el mejor de los casos) a los 

presupuestos sensibles al género. En lo 

que respecta a las políticas económicas 

“duras”, la idea de la “neutralidad” de 

género parece estar todavía cómodamente 

instalada en las élites gobernantes, tanto 

desde el punto de vista teórico como prác-

tico. Los gobiernos y los partidos, aun en 

su versión más progresista y próxima a la 

defensa de los derechos de las mujeres, 

mantienen una perspectiva del funciona-

miento de la economía que no visualiza 

claramente la interdependencia existente 

entre los procesos productivos y de repro-

ducción social, y el rol de la división se-

xual del trabajo. Ello no sorprende, por-

que si bien la desigualdad es una preocu-

pación relevante para los enfoques eco-

nómicos heterodoxos, el origen y persis-

tencia de las desigualdades entre hombres 

y mujeres no está en el centro de estos 

enfoques.  

 

La ausencia de un enfoque de género en 

las políticas macroeconómicas refuerza 

los sesgos de género presentes en la so-

ciedad. En especial en los momentos de 

crisis, puesto que la intensificación del 

trabajo doméstico y del cuidado no remu-

nerado de las mujeres suele entonces 

amortiguar la falta de ingresos de las per-

sonas y los hogares (Espino 2011a; 

2011b; 2013). 

 

La noción de “ceguera de género” que ha 

desarrollado la economía feminista alerta 

sobre la invisibilización de los efectos de 

las políticas macroeconómicas en la dis-

minución o el aumento de las desigualda-

des entre hombres y mujeres. Los estu-

dios que analizan las políticas de comer-

cio internacional y sus impactos sobre la 

igualdad de género encuentran, por un 

lado, que los resultados distributivos del 

comercio varían por género e incluso 

pueden variar entre mujeres según su 

origen étnico, edad, ingresos, nivel de 

estudios, condición migratoria, así como 

las obligaciones sociales que predominen 

en sus hogares y comunidades (UN-

CTAD, 2014). La magnitud y caracterís-

tica de estos impactos están relacionados 

y dependen, en gran medida, de la inter-

sección entre la especialización producti-

va y exportadora, y la segregación laboral 

de género (CEPAL, 2022). El patrón de 

especialización de exportaciones, la se-

gregación laboral de género y la rígida 

división sexual del trabajo condicionan la 

forma de inserción de las mujeres en el 

comercio exterior (CEPAL, 2021) (Bide-

gain y Espino, 2023). 

 

El avance de la investigación feminista 

también ha mostrado que las desigualda-

des de género pueden tener diversas im-

plicaciones para el funcionamiento ma-

croeconómico y el crecimiento de las 

economías. Aunque los hallazgos presen-

tan resultados ambiguos, muestran, por 

ejemplo, que las brechas salariales entre 

hombres y mujeres impulsan estrategias 

de comercio internacional basadas en la 

rebaja de los costos laborales por vía del 

empleo femenino29. En ese sentido, la 

falta de diversificación de la canasta ex-

portadora observada en las últimas déca-

das en los países de la marea rosa hacia 

sectores más intensivos en conocimiento, 

tecnología y generación de empleo de 

 
29 Las estrategias de competitividad internacio-

nal podrían definirse gruesamente como la “vía 

lenta”, que se caracteriza por el recorte de los 

costos, políticas sociales limitadas; y la “vía 

rápida”, caracterizada por un alto crecimiento de 

la productividad (UNCTAD, 2014: módulo 3).  
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calidad, bloqueó oportunidades para que 

las mujeres mejoraran significativamente 

su situación en el empleo30 (CEPAL, 

2022). Identificar este tipo de relaciones 

entre igualdad de género y políticas ma-

croeconómicas es especialmente impor-

tante, dado que las mujeres en la región 

han mejorado sustantivamente sus niveles 

educativos y su preparación para el em-

pleo, y porque de su situación en el mer-

cado laboral depende en gran medida su 

posibilidad de poseer ingresos propios y, 

por lo tanto, de lograr algún nivel de au-

tonomía económica e independencia per-

sonal. Asimismo, la política fiscal (gasto, 

ingresos e inversión) produce distintos 

efectos distributivos según segmentos de 

la sociedad, pero también entre hombres y 

mujeres.  

 

El breve repaso de algunas de las accio-

nes de política pública llevadas adelante 

por los gobiernos de la marea rosa mues-

tra que, pese a la falta de una agenda 

orientada a la igualdad de género clara-

mente articulada (Roggeband, 2021), se 

generaron algunas condiciones para avan-

zar en ese sentido. Como puede deducirse 

a partir de los logros y los fracasos, y las 

marchas y contramarchas comentadas, las 

relaciones entre estos gobiernos y los 

feminismos han sido múltiples, y los ni-

veles de respuesta a sus demandas han 

variado de país a país.  

 

 

 
30 El mercado regional representa una oportuni-

dad para la inserción, conformación y solidifi-

cación de cadenas de valor manufactureras en 

varios sectores, a diferencia por ejemplo del 

comercio entre los países de la región y China, 

con una canasta exportadora más intensiva en 

productos básicos. 

4. Los actores de ayer y de hoy y las 

nuevas dinámicas 

Desde 2015-2016, la derrota electoral de 

las izquierdas o progresismos y el ascenso 

de gobiernos identificados con las dere-

chas —entre los que se encuentran los de 

Mauricio Macri en Argentina (2015), 

Sebastián Piñera en Chile (2018), Jair 

Bolsonaro en Brasil (2018) o Luis Lacalle 

Pou en Uruguay (2019)— en alianza con 

actores laicos o religiosos, han operado 

como campo fértil para el auge y expan-

sión del activismo en oposición a la 

igualdad de género y los derechos sexua-

les. El acceso a los puestos de toma de 

decisión permitió a estos actores cuestio-

nar la igualdad de género como objetivo 

de política pública (Caminotti y Tabbush, 

2021).  

 

Las campañas contra el género como ca-

tegoría socialmente construida se exten-

dieron en América Latina a partir de 

2016, y empezaron a expresarse en un 

movimiento opositor a la ampliación de 

derechos sexuales (Caminotti y Tabbush, 

2021). Por ejemplo, en Costa Rica, las 

polémicas en torno del matrimonio entre 

personas del mismo sexo y el aborto mol-

dearon la competencia electoral entre el 

postulante evangélico, Fabricio Alvarado, 

y el progresista Carlos Alvarado. En Bra-

sil, al prestar juramento en 2019 como 

presidente electo, Jair Bolsonaro se com-

prometió a combatir la “ideología de gé-

nero”, y la titular del Ministerio de la 

Mujer, Familia y Derechos Humanos —la 

pastora evangélica conservadora Damares 

Alves— planteó su propósito de hacer de 

Brasil un país sin derecho al aborto y 

declaró que las niñas debían vestir de rosa 

y los niños de azul (Caminotti y Tabbush, 

2021). En Argentina, el nuevo presidente, 



 

 
 

 

 

 

 
 

 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 

 

ANÁLISIS CAROLINA                                                                   08/2024 
 

 

 
 

 

 

 

 
 

11 

 
                                                                                                       

Javier Milei, condena el aborto bajo el 

argumento de que la vida se inicia en el 

momento de la concepción y manifestó su 

intención de realizar un plebiscito para 

revocar la ley votada a fines de 2020. Su 

grupo político, Libertad Avanza, también 

ha anunciado su objetivo de eliminar la 

educación sexual integral (ESI), contem-

plada como derecho en la Ley nº 26.150 

promulgada en 2006 y señala que: “Es un 

mecanismo por el cual se le deforma la 

cabeza a la gente”. Además, degradó el 

Ministerio de la Mujer a Subsecretaría de 

Protección contra la Violencia de Género 

y anunció el cierre del Instituto Nacional 

contra la Discriminación (INADI), co-

rrientemente atacado desde la derecha. En 

su campaña electoral, Javier Milei consi-

deró que “la ideología de género, los pue-

blos originarios, la ecología y el lenguaje 

inclusivo destruyen los valores de la so-

ciedad” (Página 12, 2022). 

 

También desde la sociedad civil surgieron 

diversas iniciativas con esa orientación 

antiderechos, como en Brasil, con campa-

ñas contra la educación sexual en las es-

cuelas y en defensa de la familia “natural” 

(Corrêa, 2018); en Perú, con el colectivo 

“Con mis hijos no te metas”, cuyas ideas 

y objetivos se difundieron en Argentina31, 

Bolivia, Paraguay32, Ecuador, Colombia, 

 
31 Agustín Laje y Nicolás Márquez en El libro 

negro de la nueva izquierda, señalan que el 

comunismo se reinventó oponiéndose a la ley de 

salud sexual y reproductiva, a la educación 

sexual con perspectiva de género y a la ley inte-

gral para personas trans (La Diaria, 2020). 
32 En Paraguay en 2017, bajo la presidencia de 

Horacio Cartes, y a petición de la iglesia católi-

ca e iglesias evangélicas, una resolución minis-

terial prohibió la difusión de material alusivo a 

la “ideología de género” en las instituciones 

educativas dependientes del Ministerio de Edu-

México y Uruguay; y en México, donde 

el Frente Nacional para la Familia cues-

tiona la iniciativa “matrimonio sin dis-

criminación” (Zarenberg, 2020).  

 

La denominada “ideología de género” se 

presenta como un elemento en conflicto 

con la biología, y una amenaza a la fami-

lia y a la sociedad. Se levanta así un 

enemigo común, constituido por las polí-

ticas de igualdad de género, que permiten 

unificar ideas y acciones entre actores e 

intereses diversos para enfrentar las con-

cepciones y políticas que cuestionan los 

sistemas de valores. El término “ideología 

de género”, tiene una connotación no 

exclusivamente religiosa; en Uruguay, 

por ejemplo, se utiliza a nivel mediático y 

político, no solo por parte de políticos 

católicos. Cabildo Abierto, un nuevo par-

tido surgido en 2019, se propuso explíci-

tamente en su programa de gobierno 

combatir la “ideología de género” (La 

Diaria, 2020).  

 

La resistencia y combate a los feminismos 

es la respuesta al ascenso de sus deman-

das y sus logros. Las reacciones políticas 

y sociales de los años recientes contra el 

enfoque de género en las políticas públi-

cas y los movimientos feministas, entre 

otros movimientos emergentes de libera-

ción y proderechos, responden a las ideas 

que “desordenan33 el tablero social, cultu-

ral y económico”. Esas respuestas preten-

den disciplinar a las mujeres para evitar el 

 
cación y Ciencias (Resolución Ministerial 

29664/2017). 
33 Carole Pateman (1980) habla del desorden de 

las mujeres con relación a la no incorporación 

de las mujeres en el escenario político, atribu-

yéndolo a que la teoría democrática se sustenta 

en la exclusión de la mujer en el espacio públi-

co, especialmente político. 
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desorden cultural, de valores, el orden 

económico que desafía intereses domi-

nantes en un sistema asentado en un cier-

to orden de género o modelo de relacio-

nes de poder34. Los feminismos, por lo 

tanto, a través de la búsqueda de la igual-

dad de género tienden a modificar el or-

den de género y, por lo tanto, cuestionan 

y desafían ciertas bases de sustento del 

sistema capitalista. Sus propuestas impli-

can una redistribución de los poderes 

sociales y la transformación de los meca-

nismos de creación y reproducción de 

esos poderes. Ello significa contrariar el 

orden patriarcal basado en la desigualdad, 

la injusticia y la jerarquización política de 

las personas basada en el género (Lagar-

de, 1996). 

 

5. Marea verde – marea rosa  

Entre la primera década de los años 2000 

y el presente, cambiaron los gobiernos, 

los actores políticos, pero también lo hi-

cieron los movimientos feministas. Estos 

últimos cobraron masividad y una impor-

tante visibilidad en las calles, en la políti-

ca y en los medios de comunicación. El 

reciente peso de los feminismos en diver-

sas arenas de la sociedad como nunca 

antes, se relaciona, por un lado, con la 

diversidad de expresiones que los inte-

gran, tales como el feminismo popular y 

los ecofeminismos, transfeminismos, ins-

titucionales, académicos, jurídicos, etc. 

Por otro lado, se trata de movimientos 

ubicados en, o conectados con, una diver-

sidad de espacios (sindicatos, movimien-

tos estudiantiles, academia, partidos polí-

 
34 Este modelo de relacionamiento construido 

históricamente asigna “...espacios, tiempos y 

actividades y se acompañan de representaciones 

simbólicas que condicionan el acceso de las 

mujeres a los recursos en un sentido amplio” 

(Maquieira, 2010: 51).  

ticos, parlamentos, agencias de Naciones 

Unidas, medios de comunicación, cibe-

respacio), de formas de expresión (colec-

tivos, movilizaciones callejeras) y de or-

ganización, ya sea en redes formales co-

mo informales, auxiliadas en gran medida 

por las nuevas tecnologías de la informa-

ción y la comunicación (Gago, 2019). En 

ese contexto aparecen manifestaciones 

como la de “Ni Una Menos” en Argenti-

na, referencia indiscutible para el movi-

miento feminista internacional, o la Huel-

ga Internacional de Mujeres, el 8 de mar-

zo de 2017 (Lenguita, 2019). En Chile, el 

17 de abril de 2018, se inició una crecien-

te ola de movilizaciones feministas en el 

espacio estudiantil, con acusaciones de 

acoso y violencia sexual en el interior de 

la universidad y propuestas de política de 

prevención de la violencia de género en 

términos globales.  

 

En Uruguay, durante el período de go-

bierno del Frente Amplio (2005-2019) 

surgieron nuevas organizaciones sociales 

(de mujeres, mujeres afrodescendientes 

antipatriarcales y antirracistas) preocupa-

das por la desigualdad social en su más 

amplio sentido, que denuncian la violen-

cia hacia las disidencias sexuales y de 

género. En su mayoría, estas nuevas or-

ganizaciones fueron fundadas por mujeres 

muy jóvenes, entre los 20 y 30 años, con 

experiencia militante en otros movimien-

tos, fundamentalmente en el movimiento 

estudiantil. Las movilizaciones del 8 de 

marzo fueron, desde 2016, cada vez más 

masivas y expresaban un resurgir del mo-

vimiento feminista recuperando la calle35 

e innovando en las formas de expresión 

 
35 Durante los años noventa la estrategia “de 

masas” habría quedado en suspenso o al menos 

no fue priorizada (De Giorgi, 2021).  
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respecto a las más tradicionales de los 

movimientos sociales. El desarrollo de 

“una praxis feminista por fuera de la iz-

quierda partidaria y sindical es una marca 

identitaria de esta primavera feminista” 

(De Giorgi, 2021). No obstante, también 

surgieron nuevas organizaciones y grupos 

feministas dentro de las estructuras tradi-

cionales, tanto partidarias como sindica-

les.  

 

Los nuevos movimientos conectaron la 

lucha contra las violencias machistas con 

el resto de las violencias estructurales e 

institucionales, y las que se derivan de la 

pobreza, de aquellas producidas por la 

explotación de la naturaleza, el extracti-

vismo y la explotación neocolonial de los 

territorios (Alabao, 2022).  

 

6. Nuevo escenario, viejas y nuevas 

reivindicaciones  

Los países de la nueva marea rosa (algu-

nos la integran por primera vez y otros 

regresan) con sus especificidades y con-

trastes, enfrentan nuevas agendas políti-

cas, en medio de contextos políticos y 

económicos aún más enrevesados que los 

de hace dos décadas36. En lo que respecta 

al contexto político, las nuevas alianzas 

que posibilitaron alcanzar el gobierno 

parecen menos sólidas y son más depen-

dientes de compromisos asumidos con 

actores ubicados más al centro del espec-

tro político. Por su parte, los cargos del 

poder legislativo alcanzados por estos 

gobiernos no obtuvieron mayoría en Ar-

gentina, México, Colombia, Brasil y Chi-

 
36 López Obrador en México (2018), Alberto 

Fernández en Argentina (2019), Luis Arce en 

Bolivia (2020), Gabriel Boric en Chile (2021), 

Petro en Colombia y Lula en Brasil (2022), y 

Xiomara Castro en Honduras (2022). 

le, y prevalecen los partidos de derecha. 

Por su parte, se ampliaron las reivindica-

ciones y los sujetos sociales: las mujeres 

y sus reivindicaciones, los pueblos origi-

narios, la lucha racial y de la defensa de la 

naturaleza, que se suman a la lucha de los 

trabajadores. Simultáneamente, con cierta 

reversión de las tendencias políticas, en la 

región se dio un proceso de polarización 

que —si bien no es exclusivo de América 

Latina, ya que se trata de una tendencia 

mundial— es donde más ha aumentado en 

los últimos 20 años (PNUD, 2023).  

 

Desde el punto de vista económico, los 

progresismos de estos días ven enmarcada 

su gestión por un conjunto de restriccio-

nes que no estaban presentes en la etapa 

anterior. Otro es el contexto global, con 

condiciones más hostiles, signado por una 

crisis multidimensional, es decir, de crisis 

económica, social y política conectadas y 

agravadas por la pandemia de la COVID-

19, la guerra de agresión de Rusia a 

Ucrania y el conflicto entre Israel y Pales-

tina. En el frente interno, cada día más se 

advierten los condicionamientos a la de-

mocracia que genera la violencia conec-

tada a los mercados ilícitos de drogas y a 

actores posicionados en cargos claves 

(migración, aduana, intermediación fi-

nanciera, puestos de frontera, comercio 

exterior, etc.), facilitando el crimen orga-

nizado transnacional. Asimismo, en tér-

minos económico-financieros predominan 

los escenarios de austeridad con presu-

puestos exiguos, en un contexto caracteri-

zado por el bajo crecimiento y alta infla-

ción (CEPAL, 2022). Entre los principa-

les desafíos que deben encarar los nuevos 

gobiernos progresistas están los relacio-

nados con una transformación de las eco-

nomías que les permita superar el modelo 
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de desarrollo y promueva la sostenibili-

dad (Burchardt e Ickler, 2023).  

 

Los nuevos actores políticos en el espec-

tro de las derechas, y sus alianzas con 

grupos religiosos y otros de la sociedad 

civil que plantean la lucha con la “ideolo-

gía de género”, han unido una oposición 

dispuesta a arremeter contra la agenda de 

derechos. Los avances de los feminismos 

en todos los terrenos —la calle, la legisla-

ción, la academia— generaron una reac-

ción por parte de nuevos actores políticos 

de derecha, que por su ubicación institu-

cional pueden actuar directamente sobre 

el diseño y la implementación de leyes y 

políticas.  

 

7. Desafíos  

En esta nueva pleamar rosa será preciso 

que se elaboren políticas e instrumentos 

para considerar las reivindicaciones femi-

nistas pendientes del período anterior, así 

como las nuevas reivindicaciones. En el 

presente, en esta nueva etapa, las feminis-

tas se enfrentan a los límites impuestos a 

los diversos cambios sociales y legales de 

las últimas décadas. Especialmente, las 

expectativas que se crearon con respecto a 

los gobiernos de la marea rosa no fueron 

satisfechas en muchos aspectos, y las 

estructuras y actitudes discriminatorias 

todavía están presentes (brechas salaria-

les, peores perspectivas de promoción, 

sobrecarga del trabajo de cuidado, doble 

moral sexual, predominio de los hombres 

en los puestos de poder). La igualdad de 

oportunidades en todas las arenas de la 

vida en sociedad todavía es el gran obje-

tivo.  

 

Las acciones orientadas a la distribución y 

la redistribución de la riqueza y de los 

ingresos, pero también de los tiempos, 

resultan imprescindibles para combatir las 

desigualdades de género. Aprovechando 

los avances alcanzados, debería profundi-

zarse la incidencia sobre las formas de 

organización de la reproducción social y 

el reconocimiento del impacto de estas en 

la reproducción de las desigualdades. Esto 

es, comprender el rol del cuidado en el 

funcionamiento del sistema económico y 

los desafíos que todavía —aun en los 

casos en que más se ha avanzado— se les 

impone a las políticas públicas en socie-

dades que necesitan eliminar el conjunto 

de desigualdades características de la 

región. La agenda del cuidado ha comen-

zado a concretarse en algunos países con 

diferente grado de avance, en acciones de 

política que buscan la redistribución del 

cuidado. Todavía en la mayoría de los 

casos continúa siendo insuficiente la ofer-

ta de cuidado infantil o de personas de-

pendientes, y en una buena proporción se 

basa en servicios que brinda el mercado, 

reforzando o reproduciendo desigualda-

des. 

 

Por ahora las acciones de los gobiernos 

—aunque en algunos casos son todavía 

muy recientes— parecen mantenerse ale-

jadas de las prioridades de la incorpora-

ción de un enfoque de género en lo que se 

refiere a las políticas macroeconómicas. 

Sin embargo, parece imprescindible ir 

más allá de las políticas sociales, cuestio-

nando de ese modo el proceso por el cual 

se llega a la actual distribución de los 

ingresos, los tiempos y los recursos. No 

se ha logrado incorporar el objetivo plan-

teado por las feministas acerca de la sos-

tenibilidad de la vida, desafiando la cen-

tralidad de la producción mercantil como 

objetivo económico básico y cuestionan-
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do la relación que se establece en las eco-

nomías capitalistas entre el objetivo del 

beneficio y el del cuidado de la vida. O 

sea, se trata de reorientar las políticas 

macroeconómicas priorizando la sosteni-

bilidad de la vida, para lo cual es necesa-

rio al menos comenzar a repensar los pa-

trones de consumo, producción y distri-

bución.

 

 

Conclusiones 

 

• Los gobiernos de la marea rosa facilitaron algunos de los mayores avances para dismi-

nuir las desigualdades de género en el ámbito social, económico, político y cultural de la 

región.  

 

• Los principales actores de los progresismos se resistieron en varios casos a conceder cier-

tos derechos, como los sexuales y reproductivos, o directamente los combatieron.  

 

• Las reacciones políticas y sociales recientes contra el enfoque de género en las políticas 

públicas son una respuesta conservadora frente al ascenso de las demandas y los logros de 

los feminismos. 

 

• La movilización feminista y sus propuestas desordenan el tablero social, cultural y eco-

nómico del sistema capitalista y el orden de género. 

 

• Esta pleamar rosa tendrá que considerar las reivindicaciones y propuestas todavía insa-

tisfechas de la marea verde en un contexto regional y global más hostil.  

 

• Con vistas a la igualdad de género, en estos tiempos será imprescindible ir más allá de las 

políticas sociales para actuar sobre la distribución de los ingresos, los tiempos y los recur-

sos. 
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